
 

 

 

 

JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTÁ 

 

Bogotá D. C., diez (10) de junio de dos mil veintiuno (2021). 

 

CÓDIGO DE TRÁMITE ASIGNADO: TUT361704 

REF: ACCIÓN DE TUTELA No. 005-2021-00441-00 

ACCIONANTE: SAMUEL MURILLO HERNÁNDEZ 

ACCIONADA: SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD. 

 

Procede el Despacho a resolver la acción de tutela de la referencia, una vez 

rituado en legal forma el trámite correspondiente. 

 

I. ANTECEDENTES: 

1. HECHOS: 

 
Indicó el accionante que, en la base de datos del SIMIT figura cargado a su 

nombre el comparendo “11001000000027876050 de fecha 06/02/2021” 

reportado por la autoridad accionada y del cual, indica, nunca fue 

notificado. 

 

Añadió que el 13 de mayo de 2021, elevó derecho de petición solicitando la 

“nulidad del comparendo”, el cual le fue respondido por la entidad 

accionada, sin embargo, indica, dicha respuesta no fue de fondo, 

vulnerando con ello su derecho fundamental de petición y debido proceso.   

 

2. LA PETICIÓN 

 

Solicita se amparen sus derechos fundamentales al habeas data, debido 

proceso y petición y, en consecuencia, se ordene a la Secretaría Distrital de 

Movilidad “me ELIMINE EL REPORTE NEGATIVO ANTE EL SIMIT Y SE 

DECLARE LA NULIDAD DEL COMPARENDO”.  

 

II. SÍNTESIS PROCESAL: 

 

Por auto de 28 de mayo de 2021, se admitió la acción y se ordenó notificar 

a la accionada. Igualmente, se dispuso vincular al SISTEMA INTEGRADO 

DE INFORMACIÓN SOBRE MULTAS Y SANCIONES POR INFRACIONES DE 

TRANSITO-SIMIT y al RUNT, y se les otorgó un plazo de dos (2) días para 

que brindaran una respuesta al amparo. 

 

SECRETARÍA DISTRITAL DE MOVILIDAD  

 

Dio contestación a la acción constitucional, oponiéndose y solicitando se 

niegue por improcedente. En ese sentido indicó que “las ordenes de 

comparendo No. 110010000000 27876050 de fecha 06 de febrero del 2021 
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por las infracciones D02 le fue notificado” al promotor “en vía pública”. Que  

conforme a lo previsto con el procedimiento establecido en el artículo 135 

de la Ley 769 de 2002, modificado por el artículo 22 de la Ley 1383 de 2010 

y el artículo 136 ibídem, modificado por el artículo 24 de la Ley 1383 de 

2010 y por el artículo 205 del Decreto Nacional 019 de 2012, es pertinente 

indicarle, que una vez notificado ante la presunta comisión de la infracción, 

el ciudadano debió presentarse ante la Autoridad de Tránsito dentro del 

término de los cinco (5) días hábiles siguientes a la imposición de los 

comparendos, para que, en audiencia pública expusiera sus 

inconformidades para impugnarlos y se decretaran las pruebas 

conducentes, útiles y pertinentes tanto de oficio como a solicitud de parte. 

 

Que como quiera que el comparendo fue impuesto el 06 de febrero del 2021, 

el “ciudadano tenía la obligación de presentarse o hacer su solicitud 

mediante los medios virtuales establecidos hasta el 12 de febrero del 2021, 

acción que se realizó hasta el 13 de febrero del 2021”. 

 

Agregó que “una vez cumplido el término legalmente establecido y siguiendo 

el proceso contravencional, mediante resolución motivada la Autoridad de 

Tránsito conforme a lo establecido en la norma precitada al no contar con la 

comparecencia del presunto infractor, en audiencia pública decidió declarar 

contraventor de la orden de comparendo, y por la comisión de la respectiva 

infracción de tránsito, al señor (a) SAMUEL MURILLO HERNANDEZ, 

identificado(a) con cédula de ciudadanía Nº 1098651866, mediante 

Resolución” de fecha 2 de junio de 2021. 

 

FEDERACIÓN COLOMBIANA DE MUNICIPIOS - SIMIT 

 

En tiempo procedió a pronunciarse sobre los hechos y pretensiones de la 

tutela. En ese sentido, indicó que es la encargada de administrar la base de 

datos de infractores de las normas de tránsito a nivel nacional que reportan 

los organismos de tránsito, y no está legitimada para efectuar ningún tipo 

de inclusión, exclusión, modificación o corrección de registros. 

 

Alegó falta de legitimación por pasiva como quiera que los hechos objeto de 

la presente acción, son competencia única y exclusiva únicamente a la 

Secretaria de Movilidad de Bogotá, y no a esa entidad, por lo que solicitó 

exonerarle de toda responsabilidad. 

 

CONSECIÓN RUNT S.A.  

 

En tiempo se pronunció frente a los hechos y pretensiones, para lo cual 

adujo que no es de su competencia eliminar o modificar la información de 

comparendos para declarar su prescripción o para realizar acuerdos de 

pagos, ya que dicha función es única y exclusiva de los organismos de 

tránsito, como autoridades administrativas, y estos a su vez tienen la 

obligación de remitir la información al SIMIT y este al RUNT, a más que la 

petición germen de la presente acción de tutela no fue radicada ante la 

entidad vinculada. 

 

III. CONSIDERACIONES 
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1.- LA ACCION DE TUTELA: 

 

El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 estableció que toda 

persona tiene acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo 

momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, la 

protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, 

cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o 

la omisión de cualquier autoridad pública, o contra particular frente al cual 

se encuentre en condiciones de subordinación. Esta acción sólo procederá 

cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 

aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. 

 

La acción de tutela en consecuencia, es viable cuando quiera que un 

derecho fundamental constitucional se encuentre bajo amenaza o 

vulneración, situación que deberá ser demostrada o probada, por quien 

reclama su protección. 

 

2.- El derecho de petición, es la garantía constitucional de toda persona “a 

(i) formular peticiones respetuosas, (ii) ante las autoridades o particulares, -

organizaciones privadas o personas naturales, en los términos definidos por 

el Legislador; (iv) por motivo de interés general o particular, y a (iv) obtener 

pronta resolución. El marco jurídico de esta garantía se concentra, 

principalmente, en el artículo 23 de la Constitución Política y en la Ley 1437 

de 2011, Titulo II, sustituido por el artículo 1º de la Ley 1755 de 

2015” (Sentencia T 058 de 2018)  

  

Derecho fundamental de petición, cuyo núcleo comprende: i) la formulación 

de la petición; ii) la pronta resolución, iii) la respuesta de fondo y iv) la 

notificación al peticionario de la decisión.   

  

De otra parte, hay que recordar que la respuesta a la solicitud, aun 

cuando se debe emitir en el término definido por la ley y de fondo, no exige 

necesariamente una decisión favorable o positiva a los intereses de la 

persona, pues una cosa es el derecho de petición y otra muy distinta, 

el derecho a lo pedido.  Al respecto la Corte señaló lo siguiente:  

  

“Ahora bien, la obligación de resolver de fondo una solicitud no 

significa que la respuesta sea aquiescente con lo solicitado, 

sino el respeto por el ejercicio del derecho fundamental de 

petición, es decir, se debe emitir una respuesta clara, precisa, 

congruente, de fondo, sin que ello signifique necesariamente 

acceder a lo pretendido. Debe recordarse que es diferente el 

derecho de petición al derecho a lo pedido: “el derecho de 

petición se ejerce y agota en la solicitud y la respuesta. No se 

decide propiamente sobre él [materia de la petición], en cambio 

si se decide por ejemplo sobre el reconocimiento o no del 

derecho subjetivo invocado (…)”. Es decir, la entidad o 

particular al que se dirija la solicitud está en la obligación de 

resolver de fondo la solicitud, lo que no significa que deba 

acceder necesariamente a las pretensiones que se le 

realicen”. (Sentencia atrás citada)  
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3. El Decreto Legislativo 491 del 28 de marzo de 2020, en su artículo 5 

dispuso “Ampliación de términos para atender las peticiones. Para las 

peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la 

vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos 

señalados en el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, así: Salvo norma especial 

toda petición deberá resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes 

a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las 

siguientes peticiones: (i) Las peticiones de documentos y de información 

deberán resolverse dentro de los veinte (20) días siguientes a su recepción. 

(ii) Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las 

autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse 

dentro de los treinta y cinco (35) días siguientes a su recepción.”. 

 

4. En ese orden, formulada una petición, el mismo se rige por las reglas del 

derecho de petición atrás señaladas, de modo tal, que la autoridad o el 

particular queda sujeto al término para responder peticiones en interés 

general y particular de treinta (30) días hábiles; peticiones de documentos 

y de información, veinte (20) días hábiles; y peticiones de consulta treinta 

y cinco (35) días hábiles. 

 

5. Debido proceso administrativo 

 

La Corte Constitucional en Sentencia T 051 de 2016 precisó que “El debido 

proceso es un derecho constitucional fundamental, regulado en el Artículo 29 

Superior, aplicable a toda clase de actuaciones administrativas y judiciales, 

en procura de que los habitantes del territorio nacional puedan acceder a 

mecanismos justos, que permitan cumplir con los fines esenciales del Estado, 

entre ellos, la convivencia pacífica, la cual cobra gran relevancia en materia 

de tránsito. 

 

Este derecho fundamental, para quienes tengan a su cargo el desarrollo de 

un proceso judicial o administrativo, implica la obligación de mantenerse al 

tanto de las modificaciones al marco jurídico que regula sus funciones, pues 

de lo contrario, su conducta puede acarrear la ejecución de actividades que 

no les han sido asignadas o su ejecución conforme con un proceso no 

determinado legalmente. 

 

Frente a este particular, resulta adecuado traer a colación el Artículo 6º 

Superior, en cuanto dispone que todo servidor público responde por infringir 

la Constitución y la ley y por la “omisión o extralimitación en el ejercicio de 

sus funciones”, en concordancia con el Artículo 121 del mismo texto, en el 

que se determina que aquellos pueden ejecutar únicamente las funciones que 

se determinen en la Constitución y en la ley. 

 

En lo concerniente al debido proceso administrativo, debe señalarse que se 

encuentra regulado en el Artículo 29 de la Constitución Política, en el cual se 

determina la aplicación del debido proceso en “toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas”; así como en el Artículo 209 del mismo texto y 

en el numeral 1º del Artículo 3º de la Ley 1437 de 2011, normas en las que 

se regula como un principio fundamental de la función administrativa. 
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Frente a este particular, en la Sentencia C-980 de 2010, la Corte señaló que 

el debido proceso administrativo ha sido definido jurisprudencialmente como: 

 

“(i) el conjunto complejo de condiciones que le impone la ley a la 

administración, materializado en el cumplimiento de una secuencia 

de actos por parte de la autoridad administrativa, (ii) que guarda 

relación directa o indirecta entre sí, y (iii) cuyo fin está previamente 

determinado de manera constitucional y legal”. Ha precisado al 

respecto, que con dicha garantía se busca “(i) asegurar el ordenado 

funcionamiento de la administración, (ii) la validez de sus propias 

actuaciones y, (iii) resguardar el derecho a la seguridad jurídica y 

a la defensa de los administrados”[23]. 

 

En la misma providencia, se determinó que las garantías establecidas en 

virtud del debido proceso administrativo, de acuerdo a la jurisprudencia 

sentada por este alto Tribunal, son las siguientes: 

 

“(i)ser oído durante toda la actuación,(ii) a la notificación oportuna 

y de conformidad con la ley, (iii) a que la actuación se surta sin 

ilaciones injustificadas, (iv) a que se permita la participación 

en la actuación desde su inicio hasta su culminación, (v) a 

que la actuación se adelante por autoridad competente y con el 

pleno respeto de las formas propias previstas en el ordenamiento 

jurídico, (vi) a gozar de la presunción de inocencia, (vii) al ejercicio 

del derecho de defensa y contradicción, (viii) a solicitar, aportar y 

controvertir pruebas, y (ix) a impugnar las decisiones y a promover 

la nulidad de aquellas obtenidas con violación del debido proceso.” 

 

Para las autoridades públicas, el debido proceso administrativo implica una 

limitación al ejercicio de sus funciones, puesto que en todo proceso, desde su 

inicio hasta su fin, deben obedecer de manera restrictiva a los parámetros 

procedimentales determinados en el marco jurídico vigente. Con lo anterior 

se pretende eliminar todo criterio subjetivo que pueda permear el desarrollo 

de los procesos administrativos y, a su vez, evitar la conducta de omisión, 

negligencia o descuido en que puedan incurrir los funcionarios relacionados 

en el proceso” (se destaca). 

 

6. CASO CONRETO 

 

1°. En el caso bajo estudio, se solicita a través de este mecanismo, la 

protección del derecho fundamental de petición y el debido proceso, el cual 

considera el actor le son vulnerados por la accionada al no acceder a la 

solicitud de “nulidad del comparendo” que formuló el 13 de febrero de 2021. 

 

2. Se encuentra acreditado que el 13 de febrero de 2021, el promotor solicitó 

a la entidad accionada “la anulación del comparendo 

número 11001000000027876050 impuesto el pasado 6 de febrero de 2021 

en la ciudad de Bogotá por que me encontraba en un trasteo, llevaba la 

motocicleta apagada para un parqueadero y los policías que me detuvieron 

habían montado un retén ilegal en medio de una curva, sin señalizaciones y 

además estaban mofándose de los ciudadanos compitiendo por quién 

llevaba más infracciones impuestas, diciendo que eran unos psicólogos que 
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podían adivinar quién tenía el SOAT vencido. Me negué a firmar el 

comparendo que me pusieron con el código D02 y posteriormente me dí 

cuenta que en el CADE de movilidad apareció el comparendo firmado, cuando 

nunca firmé nada(…)”. 

 

3°. De las pruebas que militan en el expediente de tutela, se advierte que la 

entidad accionada el 23 de febrero de 2021 dio contestación a dicha petición 

en la que le indicó al promotor “que una vez revisada nuestra base de datos 

SICON PLUS de ETB se evidencia que el (los) comparendo(s)  Nro(s).  

11001000000027876050 de fecha 02/06/2021, son de TIPO MANUAL 

NOTIFICADO DE FORMA PERSONAL EN VÍA PÚBLICA, de conformidad 

con lo establecido en ley 1383 de 2010 Art. 22:“…Ordenará detener la 

marcha del vehículo y le extenderá al conductor  la  orden  de  comparendo  

en  la  que  ordenará  al infractor presentarse ante la autoridad de tránsito 

competente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes. Al conductor se le 

entregará copia de la orden de comparendo. (…) En consecuencia, debe 

tener presente que la audiencia pública, es el espacio procesal 

establecido para decidir sobre la responsabilidad contravencional 

derivada de la imposición de la orden de comparendo, teniendo el 

presunto implicado el deber de comparecencia, carga que no puede 

suplirse con la simple presentación de un escrito, tal y como lo ha 

expuesto por la Corte Constitucional en Sentencia T-467/95. Como quiera 

que a la fecha no existe resolución sancionatoria, debe realizar el 

procedimiento por medio de audiencia de impugnación de la(s) orden(es) de 

comparendo objeto de su escrito, puesto que es el medio idóneo para 

manifestar su inconformad, ingresando a través de  la  página  web 

www.movilidadbogota.gov.co y/o el link: 

http://ciudadano.movilidadbogota.gov.co/  

LoginCiudadano/LoginCiudadano#no-back-button   (Ciudadano 360), se 

registre y efectúe la solicitud de cita o agendamiento y posteriormente se le 

notificará a su correo electrónico fecha y hora para que comparezca ante la 

autoridad de tránsito y en audiencia esta decrete las pruebas conducentes 

que le sean solicitadas y las de  oficio  que  considere  útiles,  para  resolver  

la  situación  contravencional;  así mismo,  podrá  exponer   todas  las  

objeciones  y  solicitudes  presentadas  en  su escrito. Finalmente, se le indica 

que, con relación a las demás manifestaciones e inquietudes, usted podrá 

manifestarse durante la realización de la audiencia pública en la cual la 

Autoridad de Tránsito valorará lo solicitado de conformidad con los 

lineamientos de la conducencia, pertinencia y utilidad de la prueba.” 

 

Escrutada tal contestación, se advierte que en ella se resuelven los 

cuestionamientos formulados por el promotor, los cuales se relacionaban 

con la solicitud de nulidad del comparendo aludido. Que no se haya 

accedido a lo solicitado, es cuestión que no abarca la garantía bajo estudio, 

pues una cosa es el derecho de petición, y otra muy distinta, el derecho a 

lo pedido. 

 

4. En relación con el derecho fundamental al debido proceso, teniendo en 

cuenta que la autoridad accionada indicó que mediante “resolución” 

del pasado 2 de junio de 2021 decidió “declarar contraventor de la 

orden de comparendo” al promotor, importa traer a colación la 

http://ciudadano.movilidadbogota.gov.co/
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Sentencia T-051 de 2016, en donde la Corte Constitucional analizó 

la procedencia de la acción de tutela frente a dichas decisiones, en 

donde la alta corporación claramente precisó que “la naturaleza 

jurídica de la resolución mencionada corresponde a la de un acto 

administrativo particular por medio del cual se crea una situación 

jurídica. Por ende, cuando el perjudicado no esté conforme con 

la sanción impuesta, el mecanismo judicial procedente será el 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el 

cual permite resarcir el daño causado injustificadamente a un 

derecho subjetivo…..Por otro lado, también resultaría posible 

solicitar la revocatoria directa del acto administrativo por 

medio del cual se impone la sanción, regulada en el Artículo 93 

y siguientes de la Ley 1437 de 2011” (Negrilla y Subrayado Fuera 

de Texto). 

 

Bajo ese escenario, el Despacho debe manifestar que la acción de 

tutela en el presente caso se torna improcedente, habida cuenta que, 

en rigor, lo que se acusa, es la imposición una sanción, decisión 

frente a la cual el promotor cuenta con la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho, escenario en donde es viable la 

salvaguarda de sus derechos fundamentales.  

 

Súmese que el accionante no exteriorizó ninguna situación particular 

de vulnerabilidad que amerite una especial protección, ni tampoco 

manifestó la existencia de un eventual perjuicio irremediable como 

consecuencia del comparendo impuesto.  

 

Por lo dicho, se negará el amparo deprecado. 

 

DECISION: 

 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO QUINTO CIVIL MUNICIPAL DE 

BOGOTA D.C., administrando justicia en nombre de la República y por 

autoridad de la ley, 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo invocado por el señor SAMUEL 

MURILLO HERNÁNDEZ, por lo expuesto en la parte motiva de esta 

providencia. 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR esta decisión a las partes, conforme lo prevé 

el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 

 

TERCERO: En caso de no ser impugnada esta providencia, REMITIR 

el expediente a la H Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

NOTIFÍQUESE Y CUMPLASE, 
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JUAN CARLOS FONSECA CRISTANCHO 

JUEZ 


